Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a iniciar todos los procedimientos legales oportunos para impedir la privatización de los edificios y bienes públicos de uso religioso en Navarra, así como de cualquier patrimonio que pueda encontrarse en la misma o similar situación, presentada por la A.P.F. de Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua.

SRA. PRESIDENTA: Seguimos con el décimo octavo punto del orden del día: Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a iniciar todos los procedimientos legales oportunos para impedir la privatización de los edificios y bienes públicos de uso religioso en Navarra, así como de cualquier patrimonio que pueda encontrarse en la misma o similar situación, presentada por la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua. Al amparo de lo dispuesto en el artículo 196.3 del Reglamento, el Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra ha presentado una enmienda suscrita, asimismo, por la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida de Navarra. Tiene la palabra por Izquierda Unida para la defensa de la moción el señor Erro.

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Egun on. Buenos días. Gracias, señora Presidenta. El objeto que nos trae en relación con esta moción es una reivindicación que todos y todas ustedes conocerán porque han sido más de cien los Ayuntamientos navarros que han adoptado acuerdos plenarios y que lo siguen haciendo incluso con posterioridad a la presentación de esta moción, demandando algún tipo de medida en relación con un problema que se ha venido desarrollando por parte de la Iglesia Católica, de la archidiócesis de Pamplona y Tudela en relación con la inscripción de iglesias, ermitas, parroquias a nombre de esta diócesis.

Nos consta que han sido más de mil propiedades que se encontraban sin inscripción las que se han inscrito por parte de la Iglesia Católica a raíz de la supresión en 1998 del artículo 5 del Reglamento Hipotecario que impedía el registro de los lugares de culto. Por lo tanto, en estos momentos se encontraban –desconocemos si se encuentra todavía alguno– sin inscribir a nombre de ningún titular. Hemos solicitado esa información a través del Ministerio de Justicia a todos los Registros de la Propiedad de Navarra para conocer todas las inscripciones que se han producido desde el año 1998 a raíz de la supresión de este artículo del Reglamento Hipotecario que les impedía esa inscripción.

La Ley Hipotecaria es una ley que sigue vigente y que fue aprobada en el año 1946 en el Estado Español. Un año que, evidentemente, no se correspondía con la etapa democrática sino con la etapa franquista y, por lo tanto, nosotros tenemos la sospecha de que esta ley y estas inscripciones tienen algún riesgo de anticonstitucionalidad. En el año 46 el Estado Español era un Estado confesional católico, pero a raíz de la Constitución del año 1978, cuando llegó la democracia a este país, se optó por los constituyentes y por la aprobación por referéndum de la misma por el pueblo español por constituir un Estado aconfesional, no confesional. Por lo tanto, consideramos más que cuestionable la Ley Hipotecaria que está permitiendo a la Iglesia Católica el privilegio de optar a la inscripción de esos edificios a su nombre en estos momentos. Unos edificios que, como todos ustedes conocen, salieron de la voluntad, del esfuerzo y de la aportación de los ciudadanos de los cientos de pueblos existentes en nuestra Comunidad. Son los vecinos de los pueblos navarros los que sufragaron con su esfuerzo y con su dinero la construcción de esos edificios que hasta ahora no estaban registrados a nombre de nadie. Por lo tanto, a nuestro juicio, estamos hablando de bienes públicos de uso religioso, que en estos momentos, en virtud de esa modificación legal, casualmente en el año 98 –recordemos quién gobernaba España en el año 98–, han tenido el privilegio de poderlo hacer en este momento.

Son unos edificios que en los últimos diez años según respuesta a este Parlamentario del Gobierno de Navarra han recibido ni más ni menos que 8.147.702 euros de subvención del Departamento de Cultura del Gobierno de Navarra. Más de 1.355 millones de pesetas de fondos de todos los navarros para el mantenimiento y rehabilitación de esos edificios que estaban sin registrar, que eran, por lo tanto, bienes públicos de uso religioso.

En ese sentido, consideramos que es necesario hacer algún tipo de iniciativa, que este Parlamento se haga eco de esa reivindicación de más de cien municipios navarros. Quiero recordar que ha habido concejales de todos los grupos presentes en esta Cámara que han apoyado en algunos pueblos la reivindicación que en estos momentos se plantea, por lo tanto, nos parece que es necesario que la inmatriculación en el Registro de la Propiedad se medie entre los entes afectados y el Gobierno de Navarra para conseguir algún tipo de explicación y que este Parlamento sea sensible al malestar generado en todos los Ayuntamientos de Navarra ante esta situación.

Y como colofón quiero advertir que una de las nuevas formas de pecado social que ha aprobado la Iglesia Católica recientemente es la acumulación excesiva de riqueza. Creo que en este caso proceder a la inscripción de más de mil edificios que eran del bien común con régimen privativo en este momento a nombre de la Iglesia está condenando a la Iglesia a una de las nuevas formas de pecado que acaba de aprobar ella misma. Nada más y muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Erro. A continuación tiene la palabra para defender la enmienda el señor Felones.

SR. FELONES MORRÁS: Señora Presidenta, señores y señoras Parlamentarios, buenos días. Izquierda Unida nos plantea en la mañana de hoy esta moción, con una larga exposición de motivos y una propuesta de acuerdo que el señor Erro acaba concretamente de glosar pero no de leer en sus términos literales y yo creo que es bueno que la leamos.

La propuesta de acuerdo señalaba que el Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra a iniciar todos los procedimientos legales oportunos para impedir la privatización de los edificios y bienes públicos de uso religioso de Navarra así como de cualquier patrimonio que pueda encontrarse en la misma o similar situación.

Comprenderán todos ustedes que el tema que nos ocupa no es ni sencillo ni fácil, porque se presta a mucha demagogia, porque es muy sensible y porque necesita ser tratado con sosiego y con prudencia. Por lo tanto, el objetivo de nuestro grupo es tratar de situar las cosas en su sitio, aplicar la racionalidad en el tratamiento del mismo y proponer en consecuencia una enmienda de síntesis que permita un punto de encuentro para los grupos. Porque la cuestión abordada, la titularidad o propiedad de los edificios religiosos, puede, en opinión de nuestro grupo, ser tratada desde tres prismas bien distintos: el prisma histórico, el prisma legal y el prisma de la oportunidad del hecho realizado. Estoy convencido de que una reflexión histórica nos llevaría lejos, pero no hay que olvidar que las relaciones Iglesia-Estado han sido un asunto capital en la historia de España y en la historia de Navarra, y que teniendo presente que la Iglesia ha sido un poder político y social además de religioso, sobre todo hasta finales del siglo XVIII, justamente la llegada del liberalismo supuso la aparición de una serie de conflictos que han jalonado la historia de España y de Navarra y que a modo simplemente de síntesis les enumero: de-
samortizaciones de Godoy, de las Cortes de Cádiz, del trienio constitucional, de Mendizábal y de Madoz, Concordato del 55, la Ley del candado correspondiente a la Restauración, la Segunda República, la época del franquismo, el Concordato, la Constitución de 1978 y la Ley de Patrimonio Histórico Español. Por lo tanto, como verán, son muchas cuestiones como para tratar de dilucidarlas en poco tiempo.

Veamos la perspectiva legal. Los bienes de titularidad de la Iglesia Católica hasta el año 1998 no podían registrarse, no han podido ser registrados ni siquiera en la época del franquismo. En 1998 se modificó la Ley Hipotecaria y fue posible la inscripción. En estos años pasados prácticamente todas las iglesias y ermitas de Navarra han sido inscritas en el Registro con el siguiente tenor literal: a nombre del Arzobispado de Pamplona para la parroquia B –y ahí constaba concretamente la parroquia de referencia–. Estos términos podrán ser discutibles, pero hay que reconocer que se ha hecho en buena parte de las diócesis españolas, que jurídicamente no es fácil discutir la propiedad aunque si realmente no habláramos de propiedad, sino de titularidad, como hablaba la Ley del Patrimonio español del año 86, este problema no se hubiera suscitado. No ha habido apenas recursos ante los tribunales y los que ha habido no han sido favorables precisamente a los recurrentes. De ahí que nosotros no compartamos el tenor literal de la moción en el sentido de instar al Gobierno a iniciar los procedimientos legales para impedir la privatización. 

Pero hay una tercera perspectiva que no podemos ocultar, en la que yo quisiera detenerme un momentito, y es la oportunidad político-religiosa de semejante acción y los medios utilizados para ello. Reconocerán que la acción en sí misma es relevante, en la medida en que es la primera vez en la historia de España y de Navarra que sucede algo parecido. Y puesto que aparentemente nada cambia, según nos comentan las autoridades eclesiásticas, una decisión de este calibre debe ser compartida, comunicada y valorada a las comunidades locales, llámese feligresía, y, en consecuencia, en la medida en que la feligresía también es ciudadanía, por supuesto, a los ciudadanos de estos municipios. Y esto es lo que no ha sucedido. Ni algunos párrocos, ni los consejos parroquiales, ni los Ayuntamientos, ni los ciudadanos, y aquí están algunos alcaldes que no me dejarán sencillamente hablar en falso en este tema, han sido informados previamente de una decisión que sin duda trasciende lo burocrático y se instala en la sensibilidad religiosa, social y política. Lo digo con conocimiento de causa. Esto ha generado sin ninguna duda un malestar evidente que afecta a todas iglesias y, por tanto, a los municipios de todo color político, sobre todo a los de UPN, que es el grupo que tiene más alcaldías. Ante esto, ¿qué se puede hacer? Cabe hacer dos cosas concretamente: como es un tema vidrioso, salirse por peteneras y decir que esto no nos afecta; o cabe una segunda opción, a mi juicio, más responsable, que es intentar conseguir la mayor y la mejor información posible. Nuestro grupo opta por esta segunda opción.

El Gobierno de Navarra, lo adelanto, no tiene responsabilidad legal como no sea in vigilando, que suelen decir los juristas. Pero es, sin duda, un poder mediador y tiene autoridad moral para mediar entre las partes, cuando estas son el Arzobispado y los Ayuntamientos, en la medida en que está afectando directamente a la ciudadanía de Navarra. De ahí el tono literal de la enmienda que nosotros hemos presentado y que dice así: El Parlamento de Navarra, a la vista del malestar generado en numerosos Ayuntamientos y ciudadanos por el proceder de la archidiócesis de Pamplona-Tudela, concretado básicamente en la falta de información que ha guiado todo el proceso anteriormente enumerado, insta al Gobierno de Navarra a que medie entre las partes a fin de que los responsables municipales y por ende la ciudadanía afectada conozcan de primera mano las razones por las cuales se ha adoptado la decisión registral descrita. 

Como ven, señoras y señores Parlamentarios, una vez más nuestro grupo, no sé con qué éxito, quiere favorecer el acuerdo y el diálogo y quiere evitar enfrentamientos y guerras religiosas que en el pasado fueron muy dolorosas, que en el presente afortunadamente no existen, pero en todo caso, quiere impedir que puedan atisbarse en el futuro. Espero y deseo que el resto de los grupos parlamentarios sepan entenderlo así. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Felones. A continuación vamos a abrir un turno a favor. ¿Portavoces que deseen intervenir? Por el grupo Na-Bai, el señor Ramirez tiene la palabra.

SR. RAMIREZ ERRO: Eskerrik asko, mahaiburu andrea. Muchas gracias, señora Presidenta. Buenos días a todos. Egun on guztioi. A través de esta moción no se está planteando ni nadie está poniendo en duda en esta Comunidad que los edificios y las iglesias dejen de tener un uso de culto, sea cual sea la religión, y, por lo tanto, siga manteniéndose el desarrollo de la actividad religiosa en las mismas, sino que estamos hablando única y exclusivamente de un asunto que afecta a la propiedad, es decir, la propiedad registral. ¿Quién tiene la propiedad?, ¿quién tiene las escrituras?, ¿quién en un futuro y en estos momentos tiene la posibilidad de decir que esto es mío y, por lo tanto, ejercer como propietario? Ese es el debate. No el de el uso que se haga de estos edificios, porque entiendo que nadie está cuestionando en esta Cámara el uso religioso de las iglesias. 

No obstante, estando inscrito el problema en un asunto que afecta única y exclusivamente a la propiedad, vemos, como reseñaba el portavoz de Izquierda Unida, Ion Erro, que por mor de una ley de 1946, evidentemente franquista, y voy a leer textualmente su artículo 206, que decía: “El Estado, la provincia, el municipio y las Corporaciones de derecho público o servicios organizados que forman parte de la estructura política de aquél y las de la iglesia católica –es decir, por un lado reconoce esta Ley Hipotecaria a los Ayuntamientos, provincias, etcétera, pero también a la Iglesia Católica– cuando carezcan del título escrito de dominio –cuando tengan una escritura y esté registrado–, podrán inscribir el de los bienes inmuebles que les pertenezcan mediante la oportuna certificación librada por el funcionario a cuyo cargo esté la administración de los mismos...”. Es decir, basta con que desde la archidiócesis el ecónomo o el responsable de estas áreas diga que esto es mío desde tiempo inmemorial para que, según esta ley, se pudiera registrar, lo mismo que el Secretario del Ayuntamiento podía haber dicho: esto es mío desde tiempo inmemorial, por lo tanto, asumo la propiedad y lo registro a mi nombre. Pero ¿qué es lo que ocurre? Que en esta misma ley se establecía, en el artículo 206, que, efectivamente, los edificios de uso religioso no podían ser registrados, es decir, daba la posibilidad tanto a la Iglesia Católica como a las provincias, Ayuntamientos, etcétera, pero no aceptaba que se registrasen los edificios religiosos. 

Sin embargo, como decía el señor Erro, en la etapa Aznar cogen y dicen: no, no, eso lo suprimimos, los edificios religiosos se pueden registrar. Entonces, ¿qué es lo que ocurre?, que no actúan los Ayuntamientos, no actúa el Gobierno de Navarra, no actúan las instituciones públicas sea cual sea su grado de concreción, sea el Ayuntamiento, sea el Gobierno de Navarra, pero quien sí actúa es la Iglesia, y con nocturnidad y alevosía, es decir, sin ponerlo en conocimiento de nadie, sin ponerlo en conocimiento, que nosotros sepamos, de las consejerías ni de los responsables políticos públicos encargados de la gestión del patrimonio. Coge la Iglesia y, me van a permitir la expresión, a la chita callando va registrando todas las iglesias, pero no solo iglesias, también cementerios, atrios y otro tipo de terrenos, con lo cual, de repente, se conoce, pero no porque hayan avisado, sino porque salta una pequeña alarma, la información de que la Catedral de Pamplona se registró, si no me equivoco, en enero de hace dos años. De repente, una vez que el Gobierno de Navarra ha puesto una ingente cantidad de dinero, tantas veces reclamada en este Parlamento, por ejemplo, para la iglesia y fortaleza de Ujué, al día siguiente de recibir la subvención del Gobierno de Navarra coge la Iglesia y las registra a su nombre. Eso es lo que está ocurriendo. Es decir, la Iglesia ha actuado y está actuando a la chita callando y ha pillado a los entes públicos, a los Ayuntamientos y a aquellos que tienen que ser garantes del patrimonio público absolutamente descolocados, y en estos momentos se debe actuar.

¿Y por qué tenemos que actuar? Porque tenemos un soporte legal, es decir, si vamos al artículo 110 de la Ley Foral 6/90, de Administración Local, veremos que dice que las entidades locales de Navarra deben velar por la conservación, defensa, recuperación y mejora de los bienes y derechos de su patrimonio. ¿Por qué habla de su patrimonio y por qué lo quiero vincular? Porque hubiese bastado que los Ayuntamientos, del mismo modo que ha hecho la Iglesia, mediante su secretario hubiesen certificado e ido al registro a decir que algo es del Ayuntamiento desde tiempo inmemorial para que en vez de ser propiedad de la Iglesia fuese propiedad del Ayuntamiento, manteniendo, por supuesto, todos los usos religiosos, pero no ocurrió así, no hubo información o no se supo responder, sin embargo, la ley en su artículo 110 dice claramente que las entidades locales y lo público deben velar por la conservación del comunal. Incluso sabiendo que una vez registrado hay dos años para realizar alegaciones y que en muchos casos ya han pasado más de dos años desde que la Iglesia registró los bienes, es importante tener en cuenta que conforme al artículo 100 de la Ley Foral 6/90, de Administración Local, los bienes de dominio público y los comunales son inalienables, imprescriptibles e inembargables, lo que entendemos que permitirá, en todo caso, acreditada esta naturaleza, si esa es la voluntad de las instituciones públicas, también del Parlamento de Navarra y también del Gobierno de Navarra, su recuperación. Y para acreditar esta naturaleza nosotros entendemos que hay un litigio entre la Iglesia y lo público. En los archivos de los Ayuntamientos constan numerosas facturas, numerosos documentos que garantizan o que indican que realmente esos edificios fueron costeados en su mayor parte desde la voluntad pública. ¿Qué consecuencias está teniendo todo esto? La primera es que los usos civiles que tenían los edificios religiosos, porque, como todos ustedes sabrán, los edificios religiosos no tenían una función única y exclusivamente religiosa, también están las campanas, y voy a poner un ejemplo ciertamente anecdótico, que tocaban a batzarre para que todos los del pueblo lo supieran y se reunieran a hacer sus asambleas. Todos podemos ver en nuestros pueblos y ciudades cómo se organizaban eventos corales, eventos artísticos de diferente naturaleza. ¿Cuál ha sido la consecuencia inmediata? Que antes la Iglesia no ponía ningún problema para celebrar dichos acontecimientos y ahora, una vez registradas esas propiedades, y puedo dar fe porque lo conozco de primera mano, empiezan a pedir dinero y dicen: señor alcalde o señor concejal de cultura, hacer este concierto le va a costar a usted seiscientos euros. Y la archidiócesis ha empezado a cobrar, porque es suyo, porque lo ha registrado a su nombre, la celebración de actos de carácter civil.

Por lo tanto, estamos ante una cuestión de una enorme trascendencia histórica. No sabemos qué puede pasar en el futuro con las religiones, no sabemos qué puede pasar en el futuro en este caso con la religión católica, pero lo que sí es cierto es que nadie está cuestionando su uso, como nadie cuestiona el uso religioso de los edificios religiosos en Francia, en el Estado francés, y sin embargo la propiedad es del Estado. El uso es religioso, pero la propiedad es del Estado. Vayan ustedes, señorías, a saber qué ocurrirá dentro de cien años con la Iglesia, qué ocurrirá en el futuro con esas propiedades y, al fin y al cabo, qué uso pueden hacer de ellas cuando es evidente que han tenido un soporte, una construcción y una voluntad popular y también institucional infundiendo recursos para mantenerlas y que realmente estén conservadas en la situación en que en estos momentos están.

Por lo tanto, la enmienda planteada por el Partido Socialista va a contar con nuestro apoyo porque preferimos que salga algo de este debate parlamentario a que quizás no salga nada, pero indudablemente no nos deja satisfechos por completo porque el problema no es básicamente la falta de información, es un problema de defensa de lo público. Nadie está cuestionando el uso religioso, estamos cuestionando la defensa de lo público, de aquello por lo que tenemos la obligación de velar, no solo por la ley, también moralmente desde la responsabilidad política, y tampoco nos gusta o nos satisface que en la enmienda de sustitución al final la labor de mediación entre las partes... No, es que el Gobierno de Navarra tiene que ser una parte, el Gobierno de Navarra, lo público no puede mediar entre lo público y lo religioso, al final, si levantamos el velo, como decía ayer, de los Ayuntamientos, del Estado, de las propiedades del Estado, de los Ayuntamientos y de las Comunidades vemos lo público, y eso es lo importante, mantener y defender la propiedad pública.

Se pide al Gobierno de Navarra que medie para que los Ayuntamientos conozcan de primera mano las razones. Mire, se las digo yo, las razones son que querían tener la propiedad. Claro, se pueden sacar otras conclusiones, las razones son que querían cobrar por los...

SRA. PRESIDENTA: Señor Ramirez, tiene que ir terminando.

SR. RAMIREZ ERRO: Termino. Indudablemente a nosotros no nos parece que la enmienda del Partido Socialista satisfaga ni entre en la profundidad absoluta ni en la trascendencia histórica que pueda tener esta situación. Indudablemente, la vamos a apoyar, porque creemos que es necesario que salga algo positivo de este debate, pero indudablemente también, y termino, señora Presidenta, en algún momento se tendrá que abordar otra cuestión, que es muy fácil registrar propiedades cuando realmente se está exento, y la Unión Europea nos advierte de su inconveniencia, de tributar y pagar los pertinentes impuestos. Eskerrik asko.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Ramirez. Se abre el turno en contra. Por UPN, señor Garijo.

SR. GARIJO PÉREZ: Muchas gracias, señora Presidenta. Aunque utilizo el turno en contra, nuestro voto va a ser de abstención a la enmienda de sustitución que presentan conjuntamente tanto el Partido Socialista como Izquierda Unida sobre privatización de edificios y bienes de uso religioso, enmienda, por cierto, en la que, como ha dicho el portavoz de Nafarroa Bai, se insta al Gobierno de Navarra a que medie entre los Ayuntamientos y la archidiócesis de Pamplona-Tudela.

Es conocido por todos que en algunos Ayuntamientos se han recibido propuestas en las que se pide la adhesión de las distintas corporaciones a la pretensión de denunciar la inscripción en el Registro de la Propiedad que ha realizado la diócesis de Pamplona de los inmuebles dedicados al culto o a la actividad pastoral denominados bienes de la Iglesia. A UPN ni antes ni ahora nos parece acertado realizar planteamientos tan arriesgados fundamentados en argumentos tan poco ecuánimes y que tergiversan la realidad.

Opinamos que se pueden defender todas las opciones u opiniones sobre el hecho que nos ocupa, pero siempre respetando el ordenamiento jurídico y no falseando nunca la verdad jurídica. No se debe confundir la realidad histórica, pues esos inmuebles en su inmensa mayoría son anteriores a la existencia de los Ayuntamientos, y tampoco se puede confundir el concepto de lo público y lo privado que se tenía entonces con el que hoy tenemos. En nuestra opinión, los inmuebles que son titularidad de la Iglesia lo son con todo el apoyo legal, por lo tanto, como he dicho, nuestro voto será el de abstención.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Garijo. Por CDN, señor Burguete.

SR. BURGUETE TORRES: Gracias, señora Presidenta. Es verdad, señor Ramirez, que las campanas de las iglesias tocaban a batzarre, y a fuego, pero han tocado más veces a misa. ¿Y por qué siendo este bien municipal de esta entidad local, entre cuyas obligaciones no está la de convocar a los fieles a oír y participar en la santa misa, tocan a misa? ¿Por qué tocaban a misa siendo ese bien de la entidad local y no de la Iglesia, como se señala? Eso merece también una reflexión sobre todos los antecedentes históricos y sobre el origen de este tipo de iniciativas, sobre las que se han hecho también unas reflexiones relativas a que ha habido importantes ayudas del Gobierno de Navarra a este tipo de bienes, ¿y a quién se le ha pedido autorización para poder ejecutarlas? A la Iglesia. ¿Y por qué no se le ha ido a pedir al Ayuntamiento correspondiente a ver si dejaba o autorizada la ejecución de una serie de obras en la iglesia parroquial de...? Se le pedía a la Iglesia curiosamente, será por algo.

Por cierto, señor Erro, poco tiene que ver esta propuesta de resolución con la enmienda de sustitución. El mal menor nos indica, como comentaré a continuación, que poco tiene que ver la propuesta rotunda con la enmienda de sustitución. Pero en todo caso aquí hay un hecho que yo creo que sus señorías están intentando que pase desapercibido. Se refieren ustedes a la Ley del 46, pero ustedes saben que aquí se produce un punto de inflexión, no en la Comunidad Foral Navarra, sino en el conjunto de España, en el año 98. Si repasamos los antecedentes de las elecciones generales, y ahora estamos en una buena fecha para ello, hay que recordar que el Partido Popular, al que se le asigna este mal, en 1998 no tenía mayoría absoluta, por lo tanto, con algún tipo de respaldo habría tomado este tipo de decisiones. Segunda cuestión que también creo que es necesario reseñar. En el año 2004 hay una mayoría –parece hoy aquí– que se podía haber materializado en el Congreso de los Diputados y que podía haber impedido todo este proceso y haber mirado al pasado, como se ha hecho en otras materias. Con esa mayoría pseudoprogresista, como les gusta a ustedes decir, o progresista, como afirman ustedes que son, podían haber impedido este tipo de atropellos que hoy aquí critican y resaltan con tanto interés. ¿O es que tenemos un doble lenguaje? ¿O es que usamos el lenguaje de que en el Congreso de los Diputados, en las Cortes Generales, como no queremos entrar en este debate, dejamos que se inmatriculen estos bienes y aquí hacemos un discurso completamente diferente? Me da la sensación de que es así, de que en el Congreso de los Diputados se podía haber actuado en el 98 y en esta legislatura 2004-2008 de una manera y no se ha querido hacer.

En el resto de las comunidades autónomas este tema está pasando no sé si pacíficamente, porque seguro que hay problemas, pero esos problemas se deciden y se dilucidan donde se debe, en los ámbitos jurisdiccionales. Y cuando un Ayuntamiento entiende que la iglesia parroquial de su localidad le corresponde y quiere impedir que la Iglesia la inscriba en el Registro, como en multitud de ocasiones va a los tribunales, y hasta ahora las decisiones que está habiendo en ese ámbito están respaldando las decisiones de la Iglesia, y eso nos puede gustar más o menos. 

Por lo tanto, yo creo que en este momento discutir sobre la competencia y capacidad legal cuando hay un respaldo normativo y las sentencias o las decisiones están respaldando la posición de la Iglesia es una escasa defensa del Estado de derecho, nos guste más o nos guste menos. Posibilidad hemos tenido de cambiarlo, y, si se quiere, seguro que también a partir de esta legislatura habrá posibilidad de cambiarlo para que este tipo de atropellos, entre comillas, como seguramente lo califican ustedes, no se vuelvan a producir.

Es un tema espinoso y difícil, sin duda, pero en este tema en la Comunidad Foral de Navarra, cuando está habiendo problemas, las entidades locales o los grupos minoritarios de algunas entidades locales, mejor dicho, en algunas ocasiones van a los tribunales, y los tribunales decidirán. Y yo creo que el Gobierno no debe inmiscuirse en este tipo de decisiones, porque puede que no todas las posiciones de las entidades locales sean idénticas, y habrá Ayuntamientos que no tendrán ningún problema en discutir esa cuestión y habrá Ayuntamientos que aceptarán, porque así lo entenderán en el ejercicio de su responsabilidad, que no hay nada o escasamente algo de que discutir, y punto. Y entonces, que el Gobierno, que es lo que planteaba el portavoz de Izquierda Unida, el señor Erro, inicie todos los procedimientos legales oportunos para impedir la privatización de los edificios y bienes públicos de uso religioso en Navarra, así como de cualquier patrimonio que pueda encontrarse en la misma o en similar situación, bueno, y si una entidad local no tiene ningún interés, porque así lo entiende la mayoría de su Ayuntamiento, en discutir, ¿este Parlamento le va a instar al Gobierno a que inicie todos los procedimientos legales oportunos para impedir esa privatización? Esa es la propuesta de resolución que se planteaba, que no tiene nada que ver... Me ha llamado la atención su firma, señor Erro, en la propuesta que se presenta consensuada con el Partido Socialista, podría entender que la presentara el Partido Socialista solo, aunque se le podría recriminar que poco ha hecho para corregir esta situación cuando ha tenido responsabilidad de gobierno en las Cortes Generales, pero que la presente también el señor Erro... Y en esa propuesta consensuada se dice: nos olvidamos del antecedente anterior y ya no vamos a iniciar todos los procedimientos legales para impedir la privatización sino que, mire usted, vamos a ver si instamos al Gobierno a que medie entre las partes a fin de que responsables municipales y por ende la ciudadanía afectada conozcan de primera mano las razones por las cuales se ha adoptado la decisión registral descrita.

Yo no me atrevo a decir en este momento si ese procedimiento de información se ha producido en todos los casos, en muchos sí, en algunos que conozco sí, ni que la gente, la ciudadanía como algo genérico, no lo ha conocido, pues yo no lo sé, pero yo conozco consejos parroquiales que han conocido de primera mano esta situación, que la han conocido porque el párroco les ha informado de esta decisión. Entonces, que el Gobierno medie entre las partes a fin de que los responsables municipales... ¿Es el Gobierno el que tiene que decir a la Iglesia que les comunique a las entidades locales, a la ciudadanía, por ende, esta situación? Yo no sé cuál es la aportación que se hace al núcleo de esta cuestión, que es la privatización sí o no, la inscripción en el registro sí o no, la capacidad o la competencia legal sí o no.

Por todo ello, nosotros entendemos que este tipo de situaciones donde tienen que dirimirse es en el ámbito jurisdiccional, en el juzgado, ahí las entidades locales que lo consideran oportuno lo están haciendo y, por tanto, nuestra posición ante la propuesta de resolución de Izquierda Unida va a ser no y nuestra posición ante la propuesta de resolución planteada por el Partido Socialista e Izquierda Unida va a ser de abstención, porque no queremos impedir que, efectivamente, el Gobierno medie entre las partes. No sé qué departamento deberá asumir esa responsabilidad, si será el de Justicia, el de Presidencia, el de Administración Local o el de Cultura, pero, en fin, el Gobierno, como algo genérico, alguno de sus responsables, tendrá que mediar entre las partes a fin de que los responsables municipales y por ende la ciudadanía afectada conozcan de primera mano las razones por las que se ha adoptado esa decisión. No se discute la decisión, simplemente se pide en esta propuesta de resolución que se les informe de por qué se ha adoptado esa decisión, no que se inicien los procedimientos legales para impedir la privatización, que era lo que planteaba el portavoz de Izquierda Unida. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Burguete. Su turno de réplica, señor Erro. 

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Gracias, señora Presidenta. Hombre, satisfecho, señor Ramirez, ya sabe que en la vida se está muy pocas veces. En ese sentido, hay una satisfacción inicial, que es que este debate se está produciendo en esta Cámara en estos momentos y que además da la sensación de que se va a tomar en consideración la problemática que muchas entidades locales nos han transmitido. Por lo tanto, con satisfacción relativa, como hay que tomarse las cosas, pero me parece que es un paso adelante muy importante en términos políticos y esperemos que en algún término más también.

La verdad es que el portavoz de Unión del Pueblo Navarro me ha dejado perplejo. Habla de ecuanimidad, es decir, de imparcialidad en el juicio, y ha subido a esta tribuna a decir que era antes la Iglesia que los ciudadanos. No compartimos ese principio y precisamente usted está pecando de falta de ecuanimidad. Usted pone a Dios por delante de los hombres y me parece que estos elementos no son los más defendibles en una tribuna pública como es este Parlamento, en el que reside la representación precisamente de la ciudadanía de Navarra y de sus intereses por encima de otros. A mí me parece que usted toma esa posición de parte, de la parte que defiende, porque desde su interpretación no se cree el principio constitucional de aconfesionalidad del Estado, es que no se lo cree, y, si no, revise la expresión que ha utilizado en su intervención esta mañana.

Mire, señor Burguete, le voy a decir qué han aprobado ciento veinte Ayuntamientos de esta Comunidad. Primer punto: iniciar procedimientos legales oportunos para impedir la privatización de los edificios y bienes de uso religioso de la localidad, así como de cualquier patrimonio que pueda encontrarse en la misma o similar situación. Ciento veinte Ayuntamientos navarros han adoptado este acuerdo. El Gobierno de Navarra puede colaborar o no con ellos. Nosotros pretendíamos inicialmente que el Gobierno de Navarra colaborara en esta pretensión, pero tienen medios y recursos suficientes para poder iniciar este trámite, por lo tanto, con esta moción y con la sustitución del texto que Izquierda Unida traía en esta moción, no se suspende esta exigencia, porque van a ser los Ayuntamientos los que van a tomar esas medidas, así que esa vía esta cubierta. Por lo tanto, en Izquierda Unida no renunciamos a nada, lo que hacemos es incorporar la implicación del Gobierno de Navarra en una tarea que a nosotros nos parece importante. Es importante porque decía el señor Ramirez que ya se está produciendo la percepción económica por parte de las parroquias a la hora de organizar actos por ser titulares de los edificios, pero siendo titulares no solamente pueden cobrar esas percepciones por actos públicos, es que pueden decidir qué se hace con esos edificios, y no es la parroquia del pueblo quien toma esa decisión, pues en estos momentos están matriculados, están registrados a nombre de la Iglesia Católica, y no es el párroco de cada una de las localidades quien va a tomar esa decisión, sino que la Iglesia, la diócesis, puede determinar que se vendan esos edificios en determinadas poblaciones, que se les dé una utilización totalmente distinta, cuando han sido edificios construidos con el esfuerzo de los ciudadanos que vivían en esas poblaciones, y, a nuestro juicio, estamos en una apropiación indebida por lo menos en términos morales, apropiación indebida de la Iglesia Católica en términos morales de lo que supone esta situación.

A nosotros nos parece importante que el Gobierno de Navarra se implique en esta situación, primero porque se lo pide un importante número de entes locales y, desde luego, Administración Local, y está aquí la señora Consejera, se debe hacer eco de una petición que ya han hecho más de ciento veinte Ayuntamientos navarros. Me parece que es importante. Pero, además, que sea sensible a una demanda mayoritaria de la ciudadanía ante algo que ha sido un atropello, un atropello en cuanto a la utilización del privilegio que le otorgaba una ley que modificó el señor Aznar y que en estos momentos está ejecutándose, de lo que hemos tenido conocimiento a posteriori. Por lo tanto, procederemos a las modificaciones que consideremos oportunas en la medida en que sea posible articular mayorías parlamentarias en el Congreso de los Diputados, pero mientras tanto utilicemos los medios posibles para que no se provoque esta actuación, esta sí, sin falta de ecuanimidad y sin falta, a nuestro juicio, de justicia con quien ha corrido con el cargo de estos edificios y quien en estos momentos los ha registrado por un ridículo precio a nombre de la Iglesia Católica.

SRA. PRESIDENTA: Muchas gracias, señor Erro. A continuación vamos a pasar a la votación de la enmienda suscrita por el grupo socialista y la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida, que sustituye a la moción. Comenzamos la votación. (Pausa) Señora Secretaria.

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): El resultado de la votación es el siguiente: 24 votos a favor, 0 en contra, 22 abstenciones.

SRA. PRESIDENTA: Por tanto, queda aprobada la enmienda debatida que ha sustituido a la moción.

